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EXPEDIENTE: SUP-RAP-210/2026
RECURRENTE: MOVIMIENTO CIUDADANO
RESPONSABLE: CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL
[bookmark: _Hlk26806362]MAGISTRADO PONENTE: GILBERTO DE G. BÁTIZ GARCÍA
SECRETARIADO: ROCÍO ARRIAGA VALDÉS, MOISÉS MESTAS FELIPE Y OLIVER GONZÁLEZ GARZA Y ÁVILA
Ciudad de México, once de noviembre de dos mil veintiséis
SENTENCIA de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que confirma el acuerdo INE/CG530/2026, emitido en cumplimiento a la sentencia dictada en el SUP-RAP-53/2026. 
SÍNTESIS
El asunto deriva de la revisión del informe anual de ingresos y gastos de MC correspondientes al ejercicio 2024, respecto de una cuenta por cobrar con antigüedad mayor a un año. En cumplimiento de lo ordenado en el 
SUP-RAP-53/2026, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral emitió una nueva determinación sobre la conclusión 6.1-C11BIS-MC-CEN y consideró que el partido no acreditó la subsistencia de una excepción legal que justificara la permanencia del saldo, por lo que mantuvo la observación e impuso la sanción correspondiente.
Movimiento Ciudadano controvierte esa decisión porque, a su juicio, se desconoció una valoración previa favorable, se interpretaron incorrectamente los efectos de la caducidad del juicio mercantil y se individualizó indebidamente la sanción. La Sala Superior confirma la determinación controvertida porque el partido no acreditó que durante 2024 subsistiera un litigio u otra excepción legal que justificara la permanencia del saldo; además, la autoridad garantizó su derecho de audiencia y motivó la sanción impuesta al considerar que fue emitida conforme a Derecho. Por ello, los agravios resultan infundados e inoperantes.
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GLOSARIO
	Consejo General del INE:
	Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

	Constitución general:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	Cumplimiento / acuerdo impugnado:
	Acuerdo INE/CG530/2026 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se da cumplimiento a la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, recaída al recurso de apelación identificado con el número SUP-RAP-53/2026.

	Dictamen consolidado: 
	Dictamen consolidado INE/CG89/2026 que presenta la Comisión de Fiscalización al Consejo General del Instituto Nacional Electoral respecto de la revisión de los informes anuales de los ingresos y gastos que presentan los partidos políticos nacionales y locales, correspondientes al ejercicio 2024.

	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	Ley Orgánica:
	Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

	LEGIPE:
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

	LGPP:
	Ley General de Partidos Políticos.

	OEyO:
	Oficio de errores y omisiones.

	Proveedor / persona moral:
	Originales Mely, S.A. de C.V.

	Recurrente / MC:
	Movimiento Ciudadano.

	Reglamento / RF:
	Reglamento de Fiscalización.

	Resolución de los informes anuales:
	Resolución INE/CG95/2026 respecto de las irregularidades encontradas en el dictamen consolidado de la revisión de los informes anuales de ingresos y gastos del partido Movimiento Ciudadano, correspondiente al ejercicio dos mil veinticuatro. 

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación.

	UTF:
	Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral.


[bookmark: _Toc208342010][bookmark: _Toc245307791][bookmark: _Toc207881972][bookmark: _Toc64539423][bookmark: _Toc472945871][bookmark: _Toc472945697][bookmark: _Toc473191361][bookmark: _Toc473108745]I. ANTECEDENTES
(1) 1. Dictamen consolidado y resolución de los informes anuales. El cinco de marzo de dos mil veintiséis[footnoteRef:2], el Consejo General del INE aprobó el dictamen consolidado y la resolución. En la resolución se sancionó a MC por la acreditación de diversas infracciones a la normativa. [2:  En adelante, todas las fechas corresponderán al año dos mil veintiséis, salvo precisión en contrario.] 

(2) 2. Recurso de apelación SUP-RAP-53/2026. El seis de mayo, la Sala Superior revocó la resolución antes precisada, específicamente respecto de la conclusión sancionatoria 6.1-C11BIS-MC-CEN, a efecto de que la responsable emitiera una nueva determinación. 
(3) 3. Actuaciones derivadas del recurso de apelación SUP-RAP-53/2026. El doce de mayo, la UTF notificó al recurrente el OEyO INE/UTF/DA/8860/2026, mediante el cual le solicitó a MC, entre otras cuestiones, presentara la documentación que sustentara las acciones legales que documentan la imposibilidad práctica del cobro o recuperación de los saldos de cuentas por cobrar o aquella que acreditara la existencia de alguna excepción legal relacionada con la persona moral. El diecinueve de mayo siguiente, el recurrente dio contestación al oficio en comento. 
(4) 4. Acuerdo impugnado. El tres de septiembre, el Consejo General del INE aprobó el acuerdo emitido en cumplimiento a la sentencia dictada en el SUP-RAP-53/2026. En el modificó la resolución de los informes anuales y el dictamen consolidado, e impuso una nueva sanción económica al partido recurrente.
(5) 5. Recurso de apelación. El nueve de septiembre, el recurrente por conducto de sus representantes ante el Consejo General del INE interpuso el presente recurso de apelación, a fin de controvertir el acuerdo referido en el antecedente precedente.
(6) 6. Turno. El quince de septiembre, se recibió la demanda y constancias atinentes, por lo que, en esa misma fecha, el magistrado presidente Gilberto de G. Bátiz García, turnó el expediente a su ponencia, para los efectos previstos en el artículo 19 de la Ley de Medios.
(7) 7. Trámite. En su oportunidad, el magistrado instructor radicó el expediente y, en su momento, admitió a trámite la demanda, declaró cerrada la instrucción y ordenó emitir el proyecto de resolución.
[bookmark: _Toc245307792]II. COMPETENCIA
(8) [bookmark: _Toc64539425][bookmark: _Toc70686768][bookmark: _Hlk72354452][bookmark: _Toc3363072]La Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación porque se controvierte un acuerdo del Consejo General del INE emitido en cumplimiento del SUP-RAP-53/2026, relacionado con el dictamen consolidado y resolución de los informes anuales de ingresos y gastos respecto de MC, partido político nacional.[footnoteRef:3]  [3:  Con fundamento en lo establecido en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción III, de la Constitución; 253, fracción IV, inciso a), y 256, fracción I, inciso c), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 40, apartado 1, inciso b), 42 y 44, apartado 1, inciso a), de la Ley de Medios] 

[bookmark: _Toc245307793]III. ESTUDIO DE LA PRUEBA SUPERVENIENTE
(9) El recurrente refiere  en su demanda que aporta como prueba superveniente la copia del acuerdo de diecisiete de junio de dos mil veintiséis y de las constancias posteriores del expediente 585/2026 correspondiente al índice del Juzgado Trigésimo Octavo en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos Humanos de la Ciudad de México, para acreditar la admisión de la demanda en la vía oral mercantil y el estado que guarda el procedimiento, sin embargo, de autos no se advierte que se haya presentado y agregado al expediente, por lo que se tiene por no presentada. 
[bookmark: _Toc245307794]IV. REQUISITOS DE PROCEDENCIA[footnoteRef:4] [4:  De conformidad con los artículos 7, párrafo 2, 8, 9, párrafo 1, 13, párrafo 1, inciso b) y 45, párrafo 1, inciso b), fracción II, de la Ley General de Medios.] 

(10) 1. Forma. La demanda se presentó por escrito y en ella constan: i) los nombres y firmas autógrafas de los representantes propietario y suplente de MC ante el Consejo General del INE; ii) el domicilio para oír y recibir notificaciones iii) el acuerdo impugnado; iv) la autoridad responsable; v) los hechos que dieron origen al medio de impugnación; 
vi) los agravios que presumiblemente genera la determinación controvertida, y vii) los artículos posiblemente vulnerados.
(11) 2. Oportunidad. El recurso se interpuso en tiempo porque el acto impugnado se aprobó el tres de septiembre y el recurrente reconoce en su demanda que le resulta aplicable la notificación automática. El medio de impugnación se presentó el nueve siguiente, esto es, dentro del plazo de cuatro días[footnoteRef:5], por tanto, su presentación fue oportuna. [5:   Sin contabilizar sábado y domingo, toda vez que el asunto no está relacionado con algún proceso electoral en curso, de conformidad con lo establecido en el artículo 7, párrafo 2, de la Ley de Medios. ] 

(12) 3. Legitimación y personería. El requisito está satisfecho porque el medio de impugnación es interpuesto por un partido político nacional a través de sus representantes propietario y suplente ante el Consejo General del INE, carácter que la autoridad responsable les reconoce como consta en el informe circunstanciado.
(13) 4. Interés jurídico. Se satisface este requisito porque la pretensión del recurrente consiste en revocar el acuerdo controvertido, mediante el cual se determinó la existencia de una conducta infractora en materia de fiscalización y se le impuso una sanción económica, por lo que, afecta su esfera de derechos. 
(14) 5. Definitividad. Se cumple con este presupuesto porque no existe diverso medio de impugnación para controvertir la resolución impugnada. 
[bookmark: _Toc245307795]V. ESTUDIO DE FONDO
[bookmark: _Toc245307796]A. Contexto
(15) El asunto tiene origen en el dictamen consolidado y la resolución de los informes anuales, en la que sancionó a MC por mantener al treinta y uno de diciembre de dos mil veinticuatro, saldos en cuentas por cobrar con antigüedad mayor a un año, sin haber sido recuperados o comprobados, por un importe de $820,898.57 (ochocientos veinte mil ochocientos noventa y ocho pesos 57/100 M.N.)[footnoteRef:6]  [6:  Analizado en el considerando 20.1.1, de la resolución de informes anuales relativo a la conclusión 6.1 C11BIS-MC-CEN.] 

(16) Inconforme, MC interpuso recurso de apelación al considerar vulnerados los principios de confianza legítima y tutela judicial efectiva, pues la autoridad fiscalizadora inicialmente tuvo por acreditada la persistencia de una excepción legal y, posteriormente, consideró la observación no atendida. Al resolver el SUP-RAP-53/2026, esta Sala Superior declaró fundado el agravio, revocó la determinación controvertida en esa materia y ordenó emitir una nueva conforme a los efectos precisados en la ejecutoria.
[bookmark: _Toc245307797]B. Determinación impugnada
(17) En cumplimiento de la ejecutoria, la UTF otorgó a MC una nueva garantía de audiencia y le requirió la documentación que acreditara las acciones emprendidas para recuperar los saldos de las cuentas por cobrar o la persistencia de alguna excepción legal respecto de la persona moral.[footnoteRef:7]  [7:  INE/UTF/DA/8860/2026, notificado el doce de mayo.] 

(18) En respuesta, MC reiteró la información registrada en el SIF y, presentó el acuse de una demanda promovida contra la persona moral para obtener el pago del adeudo, radicado bajo el expediente 585/2026 ante un juzgado en la Ciudad de México.[footnoteRef:8]   [8:  Juzgado Trigésimo Octavo en Materia Civil de Proceso Oral y de Tutela de Derechos Humanos, del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial de la Ciudad de México.] 

(19) Al realizar una nueva valoración, la autoridad responsable determinó que, si bien MC acreditó acciones legales respecto de los ejercicios 2021 a 2023, no demostró su subsistencia durante 2024, pues el juicio previamente promovido había caducado por inactividad procesal. Asimismo, consideró que la demanda presentada en 2026 constituía una actuación novedosa que no acreditaba la existencia, durante el ejercicio fiscalizado, de acciones legales relacionadas con el saldo observado.
(20) En consecuencia, determinó que MC no acreditó, en términos del artículo 67, del RF, la persistencia de una excepción legal para recuperar la cuenta por cobrar, por lo que tuvo por no atendida la observación y le impuso una multa de $820,897.77 (ochocientos veinte mil ochocientos noventa y siete pesos 77/100 M.N.). 
[bookmark: _Toc245307798]C. Agravios de la parte recurrente 
(21) Inconforme, la parte recurrente promovió el presente recurso por el cual, en vía de agravios, señala esencialmente lo siguiente:
· Falta de razonamiento a partir de lo determinado por la UTF. 
· Indebida desestimación de las acciones legales acreditadas en el expediente 585/2026. 
· Exigencia de un requisito de vigencia del litigio ajeno al artículo 67 del RF. 
· Efectos indebidamente atribuidos a la caducidad de la instancia. 
· Exigencia de impugnar una determinación contra la que no procede recurso ordinario. 
· Violación a la garantía de audiencia por motivación no comunicada en el oficio INE/UTF/DA/8860/2026. 
· Omisión de reindividualizar la sanción y falta de proporcionalidad. 
[bookmark: _Toc245307799]D. Pretensión de la controversia
(22) En esencia, la pretensión de la recurrente es que esta autoridad jurisdiccional revoque lisa y llana la resolución en lo que fue materia de impugnación, dejando sin efectos la conducta infractora y la sanción impuesta.
(23) La causa de pedir de la recurrente la sustenta, esencialmente, en que la determinación de la autoridad responsable no se encuentra debidamente motivada ya que omitió tomar en cuenta el primer pronunciamiento realizado respecto la acreditación de una excepción legal, violentó su derecho de audiencia, desestimó indebidamente las pruebas exhibidas, valoró incorrectamente los efectos de la caducidad del juicio mercantil y no reindividualizó de manera proporcional la sanción. 
(24) Por ende, esta Sala Superior debe analizar si la determinación de la autoridad responsable se emitió conforme a Derecho.
[bookmark: _Toc245307800]E. Metodología
(25) Atendiendo a las consideraciones precedentes y a los motivos de disenso planteados, los agravios se analizarán en un orden distinto al propuesto por MC, sin que ello le cause alguna afectación. En primer término, se estudiarán los planteamientos relacionados con la vulneración a la garantía de audiencia y la incorrecta valoración de la caducidad, pues, de resultar fundados alguno de ellos, serían suficientes para revocar el acuerdo impugnado, haciendo innecesario el análisis de los restantes motivos de inconformidad. En caso contrario se procederá al estudio de las demás alegaciones. [footnoteRef:9]  [9:  De acuerdo con el criterio que informa la tesis de jurisprudencia 4/2000, emitida por esta Sala Superior, de rubro AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN.] 

[bookmark: _Toc245307801]F. Consideraciones y fundamentos
F.1. Cuentas por cobrar
(26) Esta Sala Superior ha sostenido que el financiamiento público otorgado a los partidos políticos debe destinarse exclusivamente al cumplimiento de sus fines constitucionales, por lo que estos tienen el deber de permitir su fiscalización y proporcionar la documentación relativa a sus ingresos y egresos.[footnoteRef:10] [10:  Véanse las sentencias SUP-RAP-78/2025, SUP-RAP-101/2022 y acumulado, SUP-RAP-21/2019, SUP-RAP-515/2016.] 

(27) En este contexto, las operaciones que generen un derecho exigible a favor de los partidos deben estar respaldadas con documentación que acredite tanto el derecho de cobro como la obligación del deudor y registrarse contablemente como cuentas por cobrar.[footnoteRef:11] [11:  Artículo 66, del RF.] 

(28) Lo anterior debe registrarse en la contabilidad del partido en el rubro de cuentas por cobrar[footnoteRef:12], por lo que, si al cierre del ejercicio presenta saldos positivos tales como “Deudores Diversos”, “Gastos por Comprobar”, “Anticipo a Proveedores” o cualquier otra naturaleza análoga y al cierre del ejercicio siguiente los mismos gastos continúan sin haberse comprobado, estos serán considerados como gastos no comprobados[footnoteRef:13], por ende, susceptibles de sanción. Salvo que el partido político acredite oportunamente una excepción legal.[footnoteRef:14] [12:  Artículo 230, numeral 1, inciso f), fracciones. II y VIII, del RF]  [13:  De conformidad con el artículo 68, del RF si derivado del ejercicio de facultades de comprobación en el rubro de “Cuentas por Cobrar”, la UTF detecta registros contables que no cumplan con los requisitos de las normas de información financiera procederá a determinar otro tipo de consecuencias contables y jurídicas de estas cuentas.]  [14:  Artículo 67, del RF.] 

(29) Esta regulación establece, por tanto, un límite temporal a la permanencia de las cuentas por cobrar y exige justificar su subsistencia, a fin de evitar que cuentas de naturaleza transitoria prolonguen indefinidamente la recuperación o comprobación de recursos. 
F.2. Excepciones legales
(30) El artículo 67, del RF establece que los saldos no serán considerados gastos no comprobados cuando el sujeto obligado informe y acredite oportunamente alguna excepción legal que justifique su permanencia como cuenta por cobrar
(31) Para tal efecto, el numeral 2 reconoce como excepciones legales: i) la existencia de un litigio relacionado con el saldo cuestionado, acreditada mediante copia certificada de las constancias respectivas; ii) tratándose de operaciones iguales o superiores a quinientas Unidades de Medida y Actualización, la celebración de un convenio con el deudor, formalizado en escritura pública, que establezca una fecha cierta para la comprobación o recuperación del saldo; y iii) alguna de las formas de extinción de las obligaciones previstas en la legislación civil, cuya documentación corresponde valorar a la UTF.[footnoteRef:15]  [15:  Artículo 67, numeral 2, del RF.] 

(32) En este último supuesto se comprenden, entre otras, la compensación, confusión, remisión de deuda, novación y pago, conforme a las disposiciones aplicables del Código Civil Federal.[footnoteRef:16] [16:  Entre otros, artículos 1990 y 2185 a 2223 del Código Civil Federal.
] 

(33) Estas excepciones no constituyen mecanismos para prolongar indefinidamente una cuenta por cobrar, pues su finalidad es justificar jurídicamente la falta de recuperación del saldo. Por ello, cuando éste subsista en ejercicios posteriores, corresponde al sujeto obligado acreditar oportunamente la persistencia de la excepción mediante documentación idónea, cuya suficiencia deberá valorar la autoridad fiscalizadora.
(34) De no recuperarse el saldo ni acreditarse una excepción legal que justifique su permanencia, deberá considerarse un gasto no comprobado.
F.3. Cargas probatorias de los sujetos obligados 
(35) El procedimiento de revisión de informes parte de la información y documentación reportada por los sujetos obligados, respecto de la cual la autoridad ejerce facultades de comprobación para verificar el origen, monto, destino, aplicación y trazabilidad de los recursos.
(36) Cuando la documentación resulte insuficiente, la autoridad formula las observaciones correspondientes mediante los oficios de errores y omisiones, a fin de que el sujeto obligado las subsane o realice las aclaraciones pertinentes. Las irregularidades que no sean solventadas pueden dar lugar a la imposición de las sanciones correspondientes.
(37) En este procedimiento, corresponde al sujeto obligado acreditar el cumplimiento de sus obligaciones en materia de fiscalización, mediante la presentación oportuna de la documentación idónea. Esta carga probatoria subsiste durante la garantía de audiencia, pues corresponde al sujeto fiscalizado aportar los elementos necesarios para desvirtuar las observaciones formuladas por la autoridad.
F.4. Debida fundamentación y motivación
(38) Los artículos 14 y 16 de la Constitución general exigen que todo acto de autoridad se encuentre debidamente fundado y motivado, como garantía frente a decisiones arbitrarias. Para ello, la autoridad debe identificar las normas aplicables y expresar las razones de hecho y de Derecho que sustentan su determinación, de manera que exista correspondencia entre los fundamentos invocados y las circunstancias particulares del caso.[footnoteRef:17] [17:  De conformidad con Según la jurisprudencia 139/2005, de rubro FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBE ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE, consultable en https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/176546 ] 

(39) Por su parte, la Sala Superior se ha pronunciado en el sentido de que la fundamentación se traduce, en la expresión del precepto legal aplicable al caso, mientras que la motivación exige el señalamiento de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto.[footnoteRef:18] [18:  De acuerdo con la jurisprudencia 1/2000, de rubro FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACUERDOS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, QUE SE EMITEN EN EJERCICIO DE LA FUNCIÓN REGLAMENTARIA. La cual puede ser consultada en https://www.te.gob.mx/iuse_old2025/front/compilacion ] 

[bookmark: _Toc245307802]G. Decisión 
G.1. Vulneración a la garantía de audiencia y falta de motivación 
(40) MC aduce, en esencia, una vulneración a su derecho de audiencia, al estimar que la responsable sustentó la acreditación de las infracciones en consideraciones que no le fueron previamente comunicadas mediante el OEyO, por lo que, en su concepto no estuvo en posibilidad de controvertirlas oportunamente.
(41) Por otra parte, señala que la responsable omitió exponer las razones por las cuales se apartó de la determinación materia de estudio en el 
SUP-RAP-53/2026; así como realizar una motivación reforzada que justificara el cambio de criterio adoptado, conforme a la ejecutoria.
(42) Los agravios son infundados y, en parte, inoperantes, porque la autoridad responsable garantizó el derecho de audiencia de MC y justificó las razones por las cuales se apartó de la valoración inicialmente realizada por la UTF respecto de la persistencia de la excepción legal.
(43) En efecto, al resolver el SUP-RAP-53/2026, esta Sala Superior reconoció que la autoridad podía apartarse de lo considerado en el primer OEyO de segunda vuelta, siempre que justificara de manera reforzada su determinación y otorgara garantía de audiencia al recurrente.[footnoteRef:19] [19:  En el SUP-RAP-53/2026, esta autoridad jurisdiccional determinó en el apartado de efectos, lo siguiente: 
“CUARTA. Efectos.
Conforme a lo señalado, esta Sala Superior determina revocar la conclusión 6.1-C11BIS-MC-CEN en análisis, a efecto de que la autoridad responsable emita una nueva determinación para efecto de que razone de manera fundada y motivada, a partir de lo determinado por la UTF si en el caso se estima solventada la referida observación y reindividualice la sanción, esto es, sin considerar el monto involucrado $806,834.07 respecto al proveedor Originales Mely S.A. de C.V. o, en caso de no compartir las razones alcanzadas en el OEyO (2ª vuelta), se justifique de forma reforzada y se otorgue garantía de audiencia al partido ahora recurrente para poder presentar, en su caso, la información y documentación que considere oportuna en relación a la mencionada conclusión, y se determine lo que en derecho proceda.”
] 

(44) En cumplimiento, mediante el oficio INE/UTF/DA/8860/2026, la UTF informó a MC que la documentación presentada respecto del ejercicio 2024 únicamente acreditaba la caducidad y remisión al archivo del juicio previamente promovido, por lo que no demostraba la existencia de un litigio tendente a recuperar el saldo ni, consecuentemente, la persistencia de la excepción legal. Por ello, le requirió la documentación que acreditara las acciones realizadas para recuperar la cuenta o la existencia de alguna excepción legal aplicable, además de otorgarle la oportunidad de formular las aclaraciones correspondientes.
(45) MC ejerció esa garantía mediante escrito de diecinueve de mayo, en el que aportó la información y documentación que estimó pertinente. A partir de esos elementos, la responsable realizó una nueva valoración y determinó que la observación no había quedado atendida, para lo cual examinó, entre otras cuestiones, la caducidad decretada en el juicio oral mercantil 833/2021.
(46) En ese sentido, las consideraciones desarrolladas en el dictamen respecto de la caducidad no constituyeron una observación novedosa susceptible de generar una nueva garantía de audiencia, sino razones derivadas de la valoración de la documentación aportada por el propio partido para solventar la observación previamente comunicada. Por tanto, MC conoció las deficiencias advertidas y tuvo oportunidad de aportar elementos para subsanarlas, sin que se advierta que hubiera quedado en estado de indefensión.
(47) Por las mismas razones, tampoco existe la falta de motivación alegada. A diferencia de la determinación originalmente controvertida, la responsable explicó por qué la documentación correspondiente al ejercicio 2024 no acreditaba la persistencia de la excepción legal y, posteriormente, valoró los elementos aportados por MC en ejercicio de su garantía de audiencia. Con ello justificó su apartamiento de la valoración contenida en el primer OEyO de segunda vuelta, en los términos exigidos en el SUP-RAP-53/2026.
(48) Además, MC no controvierte frontalmente esas razones, pues se limita a sostener genéricamente que la responsable no realizó una motivación reforzada, sin demostrar por qué las consideraciones expuestas resultarían insuficientes para justificar el cambio de valoración. De ahí que, en este aspecto, el planteamiento sea inoperante.
(49) Finalmente, tampoco se vulneró el principio de confianza legítima. El pronunciamiento contenido en el primer OEyO de segunda vuelta no constituía una determinación definitiva ni generaba un derecho adquirido a que la observación se tuviera por solventada, pues la propia ejecutoria reconoció expresamente la posibilidad de que la responsable se apartara de esa valoración, condicionada a que justificara su decisión y garantizara la audiencia del recurrente, como ocurrió en el caso. De ahí lo infundado del agravio. En consecuencia, no se actualiza el incumplimiento alegado, ya que la responsable llevó a cabo las actuaciones ordenadas en la ejecutoria y emitió una nueva determinación que no implica, por sí mismo, el incumplimiento de lo ordenado por la Sala Superior. 
G.2. Caducidad de la instancia del juicio oral mercantil
(50) Durante 2018, MC transfirió $2,450,000.00 (dos millones cuatrocientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) a una persona moral como anticipo para la adquisición de bienes y servicios; sin embargo, sólo se formalizaron contratos por $1,643,165.94 (un millón seiscientos cuarenta y tres mil ciento sesenta y cinco pesos 94/100 M.N.), por lo que se generó una cuenta por cobrar de $806,834.07 (ochocientos seis mil ochocientos treinta y cuatro pesos 07/100 M.N.), cuya antigüedad superó un año.
(51) En ejercicios posteriores, MC justificó la falta de recuperación del saldo mediante una excepción legal, sustentada en el juicio oral mercantil 833/2021, promovido para obtener su pago. Durante esta temporalidad se realizaron acciones conducentes para la notificación de la demanda. 
(52) No obstante, respecto del ejercicio 2024, la autoridad responsable consideró que dicha excepción dejó de acreditarse, pues el ocho de enero de dos mil veinticuatro se ordenó remitir el expediente al archivo judicial para su destrucción, previa digitalización, sin que MC demostrara haber realizado otras acciones para recuperar el saldo o la existencia de una excepción legal vigente. 
(53) MC alega que la responsable atribuyó incorrectamente la caducidad de la instancia sin examinar su causa; confundió sus efectos procesales con la extensión del derecho de crédito, aplicó indebidamente la jurisprudencia 1a./.27/2026 de la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque ésta no se pronuncia sobre los efectos de la caducidad respecto de los actos ni sobre la eficacia de las constancias que los acreditan; y le exigió controvertir una determinación contra la cual no procede recurso ordinario.
(54) Los agravios son infundados porque, contrariamente a lo alegado, la responsable no consideró extinguido el derecho de crédito ni calificó jurídicamente la caducidad de la instancia, sino que, a partir de las constancias aportadas por el propio partido, determinó que la caducidad de la instancia dejó sin eficacia las actuaciones del juicio mercantil y, por tanto, durante el ejercicio fiscalizado ya no existía una acción judicial vigente que acreditara la excepción legal invocada para mantener la cuenta por cobrar.
(55) Esta conclusión no depende del artículo 1076 del Código de Comercio y la jurisprudencia citada en el dictamen consolidado, sino de los efectos de la determinación recaída al juicio mercantil, cuya existencia y consecuencias no fueron eficazmente controvertidas. Esto porque la autoridad responsable únicamente valoró las consecuencias de la determinación judicial para establecer si las constancias aportadas resultaban pertinentes y suficientes para acreditar la excepción, particularmente, respecto de la subsistencia del litigio invocado.  Por ello, dicho criterio únicamente reforzó la conclusión de la autoridad fiscalizadora.
(56) Finalmente, tampoco se exigió al partido una conducta jurídicamente imposible, pues la inexistencia de un recurso ordinario en el juicio oral mercantil no demuestra, por sí sola, la imposibilidad de controvertir la resolución que puso fin al procedimiento, particularmente ante la procedencia del amparo directo contra resoluciones de esa naturaleza.
G.3. Vigencia de la excepción legal 
(57) Para esta Sala Superior no le asiste la razón a MC cuando sostiene que el artículo 67, numeral 2, inciso a), del RF no exige expresamente que el litigio invocado como excepción legal se encuentre vigente al cierre del ejercicio fiscalizado.[footnoteRef:20]  [20:  Artículo 67, numeral 2, inciso a), del RF “ La presentación de la copia certificad de las constancias que demuestren la existencia de un litigio relacionado con el saldo cuestionado. ] 

(58) En efecto, de una interpretación funcional del precepto se desprende que la presentación de las constancias que acrediten la existencia de un litigio relacionado con determinado saldo tiene por objeto justificar que éste permanezca registrado como una cuenta por cobrar, precisamente porque subsisten acciones jurídicas encaminadas a su recuperación. De ahí que la existencia de un litigio no pueda entenderse como un requisito que se satisface de manera definitiva por el solo hecho de haber promovido, en algún momento, una acción judicial, sino como una situación jurídica que debe subsistir durante el periodo respecto del cual se pretende justificar la permanencia del saldo.
(59) En ese sentido, aunque el artículo 67, del RF no establezca expresamente que el litigio deba encontrarse vigente al cierre de cada ejercicio, esa exigencia deriva de la propia naturaleza y finalidad de la excepción legal, pues ésta únicamente puede justificar la permanencia contable del saldo mientras subsista el supuesto que le sirve de fundamento. Interpretar lo contrario implicaría admitir que una sola actuación judicial sería suficiente para mantener indefinidamente una cuenta por cobrar, lo que resultaría incompatible con la finalidad de verificar, en cada ejercicio fiscalizado, la efectiva recuperación o adecuada justificación de los saldos registrados.[footnoteRef:21] [21:  En similar sentido se pronunció esta Sala Superior al resolver el SUP-RAP-389/2022, respecto del periodo de tolerancia de un año para realizar el cobro de los saldos registrados en las cuentas por cobrar, la cual surge de la necesidad de obligar a los sujetos obligados a transparentar el manejo de los recursos, de lo contrario se generaría que se evada hasta el infinito la comprobación de los egresos. ] 

(60) Por tanto, si el litigio deja de existir o pierde eficacia jurídica, también desaparece el presupuesto fáctico y jurídico que sustentaba la excepción legal, de manera que corresponde al sujeto obligado acreditar, durante la revisión del ejercicio respectivo, la existencia de alguna circunstancia vigente que continúe justificando la permanencia del saldo. De ahí que, la documentación presentada debe probar que, durante el ejercicio fiscalizado, subsisten las circunstancias jurídicas que justifiquen la permanencia de la cuenta por cobrar, sin que sea suficiente acreditar que en algún momento se instó la acción judicial.  
(61) Bajo este contexto se concluye que para actualizar la excepción legal no basta con acreditar formalmente la existencia de un instrumento jurídico relacionado con la cuenta por cobrar; es necesario demostrar su eficacia material para justificar la permanencia del saldo, mediante elementos que permitan verificar el seguimiento de la recuperación, el destino de los recursos, su justificación partidista y la consistencia del instrumento con los registros contables.[footnoteRef:22] [22:  Por el ejemplo, esta Sala Superior al resolver el SUP-RAP-763/2017, señaló que al tratarse del rubro de anticipo a proveedores MC debió presentar la documentación que amparara la presentación de un servicio, la entrega del objeto o, en su caso, la recuperación de los recursos. Lo que implicaba que una vez que se generó el registro de la cuenta por cobrar, el partido contó con un año (ejercicio fiscal anual) para comprobar el saldo positivo con la finalidad de salvaguardar los principios de legalidad y certeza en el destino de los recursos.] 

G.4. Valoración de las acciones legales posteriores
(62) Para esta Sala Superior, tampoco asiste razón al recurrente, cuando sostiene que la responsable desestimó las nuevas acciones legales emprendidas para recuperar la cuenta por cobrar.
(63) Ello se considera así, porque el acuse de presentación de la demanda, de catorce de mayo, que dio origen al expediente 585/2026, aportado por MC al responder la nueva garantía de audiencia y con la cual trató de acreditar la existencia de un procedimiento judicial vigente relacionado con la recuperación del saldo cuestionado respecto del ejercicio 2024, no es idónea para acreditar la excepción legal correspondiente al ejercicio 2024, pues únicamente demuestra una actuación posterior al periodo fiscalizado.
(64) Por tanto, aun cuando se acreditara la admisión y vigencia de ese juicio, ello sería insuficiente para demostrar que durante 2024 existía una acción judicial vigente encaminada a recuperar la cuenta por cobrar.
(65) En consecuencia, la responsable tampoco estaba obligada a allegarse de mayores constancias sobre ese procedimiento, pues correspondía a MC acreditar oportunamente, durante la fiscalización, la subsistencia de la excepción legal que justificaba la permanencia del saldo.
(66) Finalmente, es inoperante el argumento relativo a que la disolución y liquidación de la persona moral impedían recuperar el adeudo, ya que esa circunstancia no fue planteada ni acreditada durante el procedimiento de fiscalización y, por tanto, constituye una cuestión novedosa que la responsable no estuvo en posibilidad de valorar.
G.5. Individualización de la sanción y falta de proporcionalidad 
(67) La recurrente hace valer como agravio que la autoridad omitió reexaminar la sanción, la cual reiteró sobre un material probatorio distinto sin ponderar las circunstancias del caso ni las acciones desplegadas para recuperar el saldo. 
(68) Para esta Sala Superior los planteamientos de MC son infundados e inoperantes. En primer lugar, no se vulneró el principio non reformatio in peius, porque en la sentencia del SUP-RAP-53/2026 facultó a la responsable para emitir una nueva determinación y reindividualizar la sanción, con el límite de no agravar la situación jurídica que MC tenía. Ese límite fue respetado, ya que la nueva sanción no incrementó la previamente impuesta ni incorporó elementos que colocaran al partido en una posición más desfavorable.
(69) Asimismo, es incorrecto que la conducta se equiparara a un gasto sin destino acreditado, pues la responsable la sancionó como gasto no comprobado, conforme al artículo 67, numeral 1, del Reglamento de Fiscalización. Por tanto, el argumento de desproporcionalidad parte de una premisa equivocada.
(70) Finalmente, tampoco existía obligación de imponer la sanción mínima, ya que la responsable ponderó las circunstancias de la infracción, su gravedad, el monto involucrado, la capacidad económica, la ausencia de reincidencia y los demás elementos de individualización, sin que MC controvierta eficazmente esas consideraciones ni explique por qué correspondía una sanción menor.
(71) En consecuencia, al resultar infundados e inoperantes los agravios, procede confirmar el acuerdo controvertido. 
[bookmark: _Toc211354072][bookmark: _Toc245307803]VI. RESOLUTIVO
ÚNICO. Se confirma, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo controvertido. 
NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda.
En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, devuélvase la documentación exhibida.
Así, por unanimidad votos, lo resolvieron la magistrada y los magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Ante el secretario general de acuerdos quien autoriza y da fe que la presente sentencia se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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